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Alcance de la intervención de 
la Justicia Comunitaria de las 
Pequeñas Causas en los casos 
de vulneración de derechos de 
niños, niñas y adolescentes.
A propósito de la competencia del artículo 123, 
inciso 2 de la Ley 10.160.
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Eligiendo como punto de 
partida los artículos 1 y 2 del 
Código Civil y Comercial de 
la Nación resulta oportuno 
recordar que las leyes aplica-
bles deben ser conformes a 
nuestra Constitución Nacio-
nal y a los tratados de dere-
chos humanos en que el Es-
tado sea parte. 

Estos artículos receptan las 
convenciones internaciona-
les como fuentes del dere-
cho. Entre ellas encontramos 
las referidas a la protección 
de los derechos del niño, niña 
y adolescente (en adelante 
NNA) otorgándole aplicación 
directa y efectiva. Es por ello 
que nuestras leyes internas, 
entre ellas la ley provin-
cial 12.967 y la ley provincial 
13.178 entre otras, se encuen-
tran interpeladas de manera 
constante y continua por la 
obligada perspectiva constitu-
cional-convencional. 

Esa mirada que es “deber” 
atiende desigualdades y vul-
nerabilidades lo que  impac-
ta en los distintos modos de 
actuar de todos los operado-
res de justicia.

De los instrumentos interna-
cionales referentes al tema 

fue la Convención sobre los 
Derechos del Niño el instru-
mento internacional que dio 
comienzo al nuevo paradig-
ma de la Protección Integral 
convirtiendo necesidades en 
derechos, desjudicializando 
la pobreza y abordando las 
problemáticas sociales de las 
infancias mediante el diagra-
ma, aplicación y control de 
políticas públicas.

La autoridad 
competente.

El artículo 123 de la ley 10.160 
dispone que sin perjuicio de 
las funciones y materias que 
les encomiendan otras leyes, 
les compete a los Juzgados 
Comunitarios de las Pequeñas 
Causas, en adelante JCPC: “2) 
comunicar a la autoridad com-
petente que corresponda…” “…
los casos de orfandad, aban-
dono material y peligro moral 
de los menores de edad”. 

Resulta oportuno recordar 
que los progresos legislati-
vos de los últimos años nos 
indican leer “niños, niñas y 
adolescentes” y no “meno-
res de edad”. 

La ley 12.967 tiene por objeto 
la promoción y protección in-

tegral de los derechos y garan-
tías de las niñas, niños y ado-
lescentes que se encuentren 
en el territorio de la Provincia 
de Santa Fe y dispone en su 
artículo 29 el Sistema Provin-
cial de Promoción y Protección 
Integral de Derechos de las Ni-
ñas, Niños y Adolescentes que 
se organiza en niveles local, 
regional y provincial de con-
formidad con su ámbito de ac-
tuación territorial. 

Este sistema se encuentra 
conformado por organismos 
públicos, como lo son la Se-
cretaria de los Derechos de 
la Niñez, Adolescencia y Fa-
milia, las Subsecretarías de 
Promoción y de Protección de 
Derechos de la Niñez, Ado-
lescencia y Familia, las Direc-
ciones Provinciales de Pro-
moción de los Derechos de la 
Niñez, Adolescencia y Familia, 
las Delegaciones Regionales, 
los Servicios Locales de Pro-
moción y Protección de Dere-
chos, el Consejo Interminis-
terial entre otros y también 
por ONGs cuyo objeto es la 
promoción y protección de 
niñez y adolescencia.
 
Según la reglamentación del ar-
tículo 29 de la 12.967 establece: 
“Se entenderá que el nivel local 
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se corresponde con un primer 
nivel de intervención y que los 
niveles regional y provincial se 
corresponden con un segundo 
nivel de intervención.”

El nivel local o primer nivel 
de intervención funciona en 
Municipalidades y Comunas 
y son los llamados Servicios 
Locales de Promoción y Pro-
tección de Derechos. Se trata 
de unidades técnico operati-
vas compuestas por equipos 
profesionales interdiscipli-
narios que pueden adoptar 
y aplicar medidas de protec-
ción integral. De este primer 
nivel también son parte las 
ONGs, los Centros de Acceso a 
la Justicia (CAJ), los Centros de 
Acción Familiar, entre otros.

En el segundo nivel de inter-
vención encontramos a las 
Delegaciones Regionales que 
brindan asistencia técnico ju-
rídica a los Servicios Locales 
y adoptan y aplican medidas 
de protección integral, medi-
das de protección excepcio-
nal y excepcionales urgentes1.  
También a la Secretaría de los 
Derechos de la Niñez, Ado-
lescencia y Familia y la Direc-
ción Provincial de Promoción 
de los Derechos de la Niñez, 
Adolescencia y Familia.

De lo antes dicho resulta que 
ante los casos de orfandad, 
abandono material y peligro 
moral de NNA los Juzgados Co-
munitarios deben comunicar 
a la Autoridad Administrativa 
Local, es decir al Servicio Lo-
cal de Promoción y Protección 
de Derechos. Así lo dispone 
el decreto provincial 619/2010 
cuyo Anexo I Reglamenta el 
artículo 28 de la ley 12.967. Es-
tos servicios se conocen como 
área local de niñez o primer 
nivel de intervención, como se 
explicara anteriormente.

Ahora bien, de acuerdo al 
riesgo, gravedad y urgencia 
del caso, también los JCPC 
pueden comunicar al se-
gundo nivel de intervención, 
máxime considerando que 
el artículo 29 de la ley 12.967 
agrega: “La distribución de 
competencias no puede ser 
obstáculo para la asistencia 
inmediata en situaciones de 
riesgo para la vida o la inte-
gridad personal de la NNA y la 
tramitación ante la Autoridad 
que corresponda”. 

Solicitud de 
intervención 

La intervención de los JCPC 
en cuestiones de niñez pue-

de ser enervada por diversos 
carriles, algunos institucio-
nales y otros por denuncias 
de los involucrados.

A modo de enumerar las 
vías más usuales podemos 
mencionar:

- Por presentación espontá-
nea de familiares o vecinos 
del NNA que sufre abando-
no o se encuentra en peligro. 

- Por denuncia realizada 
por directoras de estable-
cimientos educativos y de 
salud públicos o privados. 

- Por comunicación espon-
tánea de personas que son 
referentes en la comuni-
dad, a modo ejemplificativo: 
Presidente Comunal, Direc-
tivos del Comedor Comuni-
tario, Presidente del Club. 

- Por el Juzgado de Familia, 
que solicita intervención 
del equipo de primer nivel 
o  entrevistar a progenito-
res o convivientes de NNA. 

- Por la misma niña, niño o 
adolescente que se acerca al 
juzgado, sólo o acompañado.

Sin perjuicio de dicha enume-
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ración enunciativa el artículo 
27 de la ley 12.967 dispone ex-
presamente quienes tienen el 
“DEBER DE COMUNICAR” acla-
rando que “En caso de que 
la denuncia fuese formulada 
por la niña, niño o adolescen-
te la ausencia de sus padres o 
representantes legales nunca 
podrá obstaculizar la recep-
ción de la misma.”

Comunicación a la 
autoridad competente.

Una vez que el JCPC recibe la 
denuncia debe comunicarla 
en forma fehaciente al pri-
mer nivel de intervención -y 
de corresponder, también al 
segundo nivel- dependiendo 
el caso particular. Esta comu-
nicación debe ser lo más ágil 
y efectiva posible, sirviendo 
–en caso de urgencia- cual-
quier vía de comunicación.

A la par de esta actuación ha-
bilitada por la ley 13.178, los 
JCPC pueden tener otro tipo 
de intervención amparada 
en las 100 Reglas de Brasilia, 
como así también por la Con-
vención sobre los Derechos 
del Niño –con jerarquía cons-
titucional-, que obliga a los 
Estados a asegurar a los NNA 
víctimas de violaciones de los 

derechos humanos el acceso 
a la justicia. 

Claramente nuestra Consti-
tución Nacional, como los 
tratados de su misma jerar-
quía se encuentran por sobre 
las leyes provinciales, por lo 
que la intervención de la Jus-
ticia comunitaria requiere de 
un encuadre normativo am-
plio en el marco de la protec-
ción integral.

A fin de ilustrar esta compe-
tencia, se pasará revista de 
algunos casos reales donde 
se observa la intervención de 
la Justicia Comunitaria en pos 
de salvaguardar los intereses 
de los NNA. Cabe aclarar que 
son casos abordados en el 
marco de actuación de quien 
suscribe y por tanto dentro 
del juzgado a mi cargo2.

N.P s/ Comunicación art. 
123 inc. 2 LOPJ.

A principios del 2023 compare-
cen espontáneamente los tíos 
paternos de N.P., un niño de 8 
años de edad cuya madre fa-
lleció en el año 2019, oportuni-
dad en la que su padre se tras-
ladó a la localidad de Capitán 
Bermúdez. Los tíos manifiestan 
que el progenitor se desenten-

dió de sus responsabilidades 
para con N.P. y no pueden lo-
calizarlo para que firme la au-
torización de viaje dentro del 
territorio argentino que les 
exige la empresa de transporte 
(ómnibus) que lo llevará junto 
a su grupo de catecismo al Par-
que temático “Tierra Santa” en 
Buenos Aires. 

Tratándose de un caso de 
vulneración de derechos del 
niño, como lo es el derecho 
de libre asociación, reunión y 
tránsito3  y habiendo comu-
nicado al primer nivel de in-
tervención de niñez, desde el 
JCPC de Peyrano se libró oficio 
a la JCPC competente según 
supuesto domicilio del proge-
nitor, a los fines de que lo cite 
a su dependencia y certifique 
la firma de éste en el formu-
lario que se le envió conjun-
tamente, previo brindarle las 
explicaciones del caso. 

La JCPC que recibe el oficio, 
con inmensa actitud colabo-
rativa considerando que no se 
contaba con el domicilio exac-
to, se trasladó personalmente 
al barrio indicado y pregun-
tando a vecinos encontró el 
domicilio y en él al progenitor 
de NP. Así, previo explicarle el 
requerimiento del JCPC ofi-
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ciante, le certificó la firma, lo-
grando N.P. viajar con su gru-
po a la ciudad de Lujan. 

A.P s/ Comunicación art. 
123 inc. 2 LOPJ.

A.P. es un niño de 4 años cuya 
abuela paterna se presenta 
en el JCPC a los fines de con-
tar con “un papel” para ser la 
responsable de su nieto, espe-
cialmente ante el Jardín de In-
fantes y los efectores de salud. 

Comunicada el área de pri-
mer nivel de la Comuna me-
diante oficio, previa reunión 
con las profesionales de este 
equipo interdisciplinario (una 
psicóloga y una trabajadora 
social) se fijó una audiencia 
en el JCPC citando a la mis-
ma a la madre, al padre y a 
la abuela paterna de A.P. Asi-
mismo asistieron la psicóloga 
y trabajadora social referidas.

En la audiencia las partes acor-
daron que la residencia prin-
cipal del A.P. sería el domicilio 
de la abuela paterna atento 
los problemas de adicción de 
ambos progenitores, pactando 
también un régimen de comu-
nicación del niño con éstos.

Se libró oficio al Jardín de In-

fantes de la localidad para que 
tome conocimiento de la con-
flictiva familiar que atravesa-
ba A.P y del acuerdo celebrado 
en el marco de una mediación 
judicial. El jardín de infantes 
no le negó la inscripción pero 
sí necesitaba documentación 
para sus registros.

Se solicitó la intervención al 
SAMC.O de la localidad de 
Peyrano a los fines de que brin-
de tratamiento psicológico tan-
to al niño como a sus padres.

En todo momento las profe-
siones del equipo trabajaron 
con todas las partes, los en-
trevistaron, visitaron el do-
micilio y el jardín de infantes 
del niño. 

La abuela paterna inició la 
guarda cuyo trámite, al día de 
la fecha, se encuentra en el 
estado procesal previo al dic-
tado de sentencia.

A.M. s/ Comunicación 
art. 123 inc. 2 LOPJ.

Se presenta espontánea-
mente en el JCPC una mujer 
que dijo estar a cargo de la 
adolescente A.M, por haber 
sido la pareja del padre de 
ésta. Atento el fallecimiento 

del progenitor y la supuesta 
denuncia de violencia de la 
adolescente hacia su madre, 
era ella quien decía ser la 
responsable pero al no con-
tar con documentación algu-
na que así la acredite, el co-
legio secundario no permitía 
su inscripción y ella no sabía 
qué trámite debía realizar. 

Ni la mujer ni la adolescente 
eran vecinas de la localidad, 
sino que residían en la ciudad 
de Rosario hasta hacía apenas 
algunas semanas. La mujer in-
sistía que habían sido aten-
didos previamente por una 
defensoría de Rosario y tenía 
por ello la guarda de A.M. pero 
había extraviado la documen-
tación en la mudanza. 

Desde el JCPC, además de co-
municar inmediatamente al 
área de primer nivel de niñez, 
se libró oficio vía correo elec-
trónico a una de las defen-
sorías de Rosario (elegida al 
azar) a los fines de que infor-
men si desde sus registros te-
nían conocimiento sobre qué 
defensoría había intervenido 
y en su caso, el Tribunal de 
Familia en el que tramitaba 
la causa de las mencionadas.

La respuesta fue recibida 
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por la misma vía por parte 
de la Defensoría y también 
por parte del Tribunal in-
terviniente, ambos facilita-
ron el expediente digital de 
violencia en el que se dictó 
una medida provisoria que le 
otorgaba a la mujer la guarda 
de la adolescente por un pla-
zo determinado, vencido el 
mismo debía iniciar la acción 
judicial correspondiente. 

Desde el Juzgado y con la in-
formación recibida, se ofició 
a la escuela secundaria a los 
fines de la inscripción de la 
adolescente, como así tam-
bién para el otorgamiento 
de una beca de estudio y la 
inclusión y permanencia en 
programas de apoyo escolar.

J.M y otros s/ 
Comunicación art. 123 
inc. 2 LOPJ.

Comparecieron personal y es-
pontáneamente al JCPC, J.M. de 
16 años, A.M. de 13 años y el 
menor de sus hermanitos de 
3 años. Manifiestan que en su 
casa viven dos niñas más. Ex-
presaron su deseo de denun-
ciar que su madre Y.C. se fue de 
su casa hace 3 días con la tar-
jeta para cobrar la asignación 
por hijo. Dicen haber quedado 

al cuidado de su padre que tra-
baja vendiendo chatarra. J.M 
exhibe desde su celular una 
cédula electrónica del Juzgado 
de Familia de Pergamino diri-
gida a su padre, por la que se 
lo cita a audiencia y notifica la 
prohibición de acercamiento 
a su madre, quien según sus 
dichos, se trasladó a dicha ciu-
dad y se encuentra en la casa 
de un familiar. 

Inmediatamente se libra co-
municación al primer nivel 
de niñez, presentándose la 
trabajadora social y la vi-
cepresidenta comunal en el 
Juzgado. Desde la Comuna 
se les ofrece asistir al co-
medor comunitario como así 
también la entrega de bol-
sones de mercadería.

Desde el JCPC se intenta la 
comunicación telefónica con 
la progenitora al celular pro-
porcionado por su hijo, pero 
el familiar que atiende mani-
fiesta que Y.C. no está ahí, que 
nunca fue a su domicilio. 

Se libra oficio a la Comisaría 
por el desconocimiento del 
paradero de Y.C. con copia de 
la entrevista a los NNA. 

Se libra oficio al Juzgado de 

Familia de Pergamino con 
copia de la entrevista a los 
NNA a los fines de que tomen 
conocimiento de la conflic-
tiva familiar, remitan copia 
del expediente de violencia 
iniciado por Y.C. y aporten to-
dos los datos que tengan a 
los fines de ubicar y conocer 
el paradero de Y.C. 

Con respecto a la audiencia 
a la que se cita al progenitor 
demandado por violencia, en 
el mismo oficio se propone la 
celebración de la misma por 
medios electrónicos y con la 
presencia del requerido en el 
mismo JCPC. Todo ello a los 
fines de garantizar el debido 
proceso y el acceso a la jus-
ticia, considerando que tras-
ladarse a Pergamino impli-
ca gastos importantes al no 
contar con movilidad propia 
y por la mínima frecuencia de 
colectivos que además, no in-
gresan al pueblo.  

Este caso se encuentra en trá-
mite al momento de redactar-
se este artículo pero lo hasta 
aquí descripto sirve para ilus-
trar la intervención del JCPC.

Como puede verse de la lec-
tura de estos casos la posibi-
lidad de intervención de los 
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Juzgados de Pequeñas Causas 
en cuestiones de protección 
de derechos de NNA es muy 
amplia y productiva.

Conclusión

Sabido es que, a través del 
Sistema Provincial de Promo-
ción y Protección Integral de 
Derechos de las Niñas, Niños 
y Adolescentes, la ley 12.967 
reserva su aplicación a las au-
toridades dependientes del 
Poder Ejecutivo. Ello se en-
cuentra fuera de análisis. 

Lo que aquí se propone es 
pensar la cantidad de medidas 
positivas en las que pueden 
intervenir los Juzgados Comu-
nitarios de Pequeñas Causas 
de Santa Fe,  medidas que no 
se encuentran detalladas en 
ninguna norma jurídica sino 
que resultan de cada caso 
particular y de las necesida-
des de los NNA en situación 
de vulnerabilidad y riesgo. 
 
Al recibir una denuncia por 
vulneración de derechos de 
NNA, limitarnos a “comuni-
car” cumpliendo la letra es-
crita del artículo 123, inciso 2 
de la ley 10.160 no se condice 
con la garantía de acceso a 
la justicia, ni con la normati-

va constitucional y de orden 
público de protección inte-
gral de NNA, máxime siendo 
los Juzgados Comunitarios 
de las Pequeñas Causas el 
único órgano del poder ju-
dicial presente el todas las 
localidades de la provincia.

La respuesta judicial debe 
estar orientada a buscar al-
ternativas que pueden surgir 
repasando la amplia com-
petencia de los JCPC, de la 
aplicación de la perspectiva 
convencional y fundamen-
talmente de la gran ventaja 
de las juezas y los jueces co-
munitarios que conocemos 
el territorio gracias a la cer-
canía con vecinos y vecinas 
y la inmediatez con el con-
flicto y el resto de los actores 
sociales (Servicio local de 
Niñez -Área de primer nivel 
de intervención-, Centros de 
Salud, Escuelas, Comisaría, 
Comuna, Municipalidad, etc). 

Estas acciones positivas y 
en especial el trabajo in-
terdisciplinario e interins-
titucional aportan claridad 
y orden a todos los opera-
dores que interactúan con 
niños, niñas y adolescen-
tes, convirtiéndose en im-
portantes herramientas a la 

hora de promover y prote-
ger sus derechos.

Citas y referencias

1-  Ley 12.967, artículo 50, 51 y siguientes.	

2-  La autora es Jueza Comunitaria de Peque-
ñas Causas de Peyrano.

3-  Artículo 20, Ley 12.967
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